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Fines y competencia

Excelentísimos Embajadores, la Corte Penal Internacional (en adelante la "CPI") es uno de los principales mecanismos creados por la comunidad internacional para evitar la impunidad y futuras violaciones a los derechos humanos y al DIH. El enjuiciamiento de los crímenes sobre los que tendrá competencia será un disuasivo para aquellas personas que pretendan cometerlos. La CPI, como ustedes saben, tendrá una jurisdicción complementaria a la de los tribunales penales nacionales para juzgar a los responsables de haber cometido genocidio, crímenes de lesa humanidad y/o crímenes de guerra. Ustedes saben que los crímenes sobre los que tendrá competencia la CPI, en su gran mayoría, estaban previamente reconocidos por tratados internacionales de derechos humanos y de DIH, tales como la Convención para prevenir y castigar el crimen de genocidio, la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, la Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid, la Convención Relativa a la Esclavitud, el Protocolo que Enmienda la Convención sobre la Esclavitud, la Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, sus dos Protocolos Adicionales de 1977, así como la Convención de La Haya de 1954 para la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado, el artículo 9 de la Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción (Tratado de Ottawa), la Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas y sobre su destrucción y la Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción. Sin embargo, la obligación de investigar, procesar y en su caso sancionar, residía exclusivamente en las propias jurisdicciones estatales y desde 1947 se iniciaron trabajos para que se creara una corte penal internacional permanente que garantizara que dichos delitos no permanecerían impunes. No fue sino hasta 1998 cuando dichos trabajos se concretaron en el Estatuto de Roma (ER), y ahora la Corte ejercerá su jurisdicción cuando los Estados no hayan tenido la voluntad o no hayan podido cumplir con la obligación primaria de investigar, procesar y sancionar a los responsables de haber cometido los crímenes que antes mencioné.

Además, la CPI no solo complementará las jurisdicciones penales nacionales, sino que también a los mecanismos existentes del derecho internacional de los derechos humanos que buscan fincar responsabilidad estatal por violaciones a los derechos humanos y  reparar el daño a las víctimas, tales como el existente en las Américas- en concreto nos referimos a la Comisión y Corte Interamericana de Derechos Humanos. Ustedes saben que la Corte Penal Internacional solamente tendrá jurisdicción sobre personas naturales y no sobre entidades abstractas, y ello es posible gracias a los importantes precedentes que el Estatuto y las sentencias de Nuremburgo nos legaron, en particular aquella que reconoce que los individuos son susceptibles de ser juzgados por violaciones graves al derecho internacional, independientemente de la responsabilidad a que se pueda hacer acreedor el Estado como sujeto de derecho internacional público. La CPI indiscutiblemente complementará el trabajo de la OEA en materia de derechos humanos ya que, como he mencionado, será un disuasivo para aquellas personas que pretendan cometer algunas de las violaciones graves a los derechos humanos y al DIH que se sancionarán por aquella, y que se reconocen en los tratados relevantes del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, así como los tratados de DIH cuyo cumplimiento es promovido por la OEA, tales como los que se refieren a la prohibición de armas.

Firmas, ratificaciones, entrada en vigor y aprobación de documentos y resoluciones por la Asamblea de los Estados Partes (AEP)

El Estatuto de Roma que crea la CPI, como ustedes saben, ha sido firmado por 137 Estados y ratificado por 89. De los 35 países del Continente Americano, 25 firmaron y 19 ratificaron. El Estatuto entró en vigor el 1 de julio de 2002, y a partir de entonces la Asamblea de los Estados Partes del Estatuto de Roma se ha reunido en cuatro ocasiones en su primer periodo de sesiones para aprobar los documentos que serán fundamentales para el buen funcionamiento de la CPI, tales como los "Elementos de los Crímenes", las "Reglas de Procedimiento y Prueba", y el “Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional”. Además, en dichas sesiones se resolvieron asuntos de máxima relevancia para que la Corte pueda funcionar, como la “Aprobación del presupuesto para el primer ejercicio financiero y financiación de las consignaciones para el primer ejercicio financiero”, la “Creación de un fondo en beneficio de las víctimas de crímenes de la competencia de la Corte, así como de sus familias,” y la elección de los 18 magistrados. Con relación al Fiscal, se espera que el mismo sea elegido durante la segunda sesión resumida de la AEP a realizarse del 21 al 23 de abril.

Con satisfacción recordamos el 11 de marzo de 2003- fecha en la que tomaron el juramento los 18 magistrados que integrarán la CPI. Para la CCPI, la elección de los magistrados ha sido un hito en la elección de funcionarios y jueces de los tribunales internacionales preexistentes ya que, por primera vez, contamos con una equilibrada representatividad geográfica así como un balance de género en su integración. Como ustedes saben, la Corte cuenta con cinco jueces del continente americano, dos de los cuales son mujeres. Las nacionalidades de la región que se encuentran representadas son Bolivia, Brasil, Canadá, Costa Rica y Trinidad y Tobago. Además, la CPI cuenta con 10 jueces de tradición jurídica del derecho anglosajón, o common law, y 8 de tradición jurídica románico germánica, o civilista. También celebramos que los jueces reúnen las más altas calificaciones para ocupar dichos cargos, ya que en su elección, a nuestro parecer, se cumplieron los requisitos que se establecen en el Estatuto de Roma.

Retos

A pesar de celebrar la entrada en vigor del Estatuto, el nombramiento de los magistrados, y la inauguración de la sede de la CPI, actualmente la corte se enfrenta a nuevos retos. A continuación mencionaré tres de ellos. 

· Como ustedes saben, la CPI tendrá su sede en La Haya, Países Bajos. Sin embargo, podrá sesionar en cualquier lugar fuera de ella, para lo cual requiere que sus funcionarios cuenten con los privilegios e inmunidades suficientes para desempeñar sin restricciones sus funciones. Cuando la Corte opere en los Países Bajos, estará protegida en muchos aspectos por el Acuerdo de Sede. Sin embargo, es de suponer que casi ningún caso será conocido estrictamente al interior de las fronteras holandesas y es poco probable que se ventile sin que medien comunicaciones, transferencias o viajes hacia o provenientes de otros países. A diferencia de los tribunales internacionales para la Antigua Yugoslavia y Ruanda, la CPI no es un órgano de la ONU. Por consiguiente, no se puede beneficiar de los privilegios e inmunidades de la ONU. Ustedes saben que los privilegios e inmunidades de la CPI y de las personas involucradas en su trabajo enumerados en el Artículo 48 del Estatuto no son suficientes. Mientras que el Artículo 48 del Estatuto de Roma se refiere a los privilegios e inmunidades de manera genérica, el "Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte" define con más detalle estas protecciones y obligaciones relacionadas con los Estados. Además, en el Artículo 48 del Estatuto de Roma existe una clara referencia al Acuerdo. Es inherente al mandato de la CPI que sus funcionarios y personas que actúan ante ella lleven a cabo investigaciones, intervenciones y busquen pruebas extremadamente sensibles tanto para los individuos como para los Estados que intervengan. La firma y ratificación generalizada del Acuerdo, sea por Estados Partes como Estados no Partes del Estatuto, permitirá que la CPI proteja a los funcionarios, al personal, a las víctimas, a los testigos y a otras personas relacionadas con el trabajo de la CPI, así como sus edificios y recursos. Por consiguiente, para asegurar la correcta implementación de los privilegios e inmunidades tal y como están descritas en el Acuerdo, es esencial que los funcionarios de los países tengan un conocimiento correcto y sencillo de sus obligaciones establecidas, para lo cual se requiere de que se cuente con legislación en la materia. El Artículo 48 no detalla las obligaciones de los Estados en cuanto a los privilegios e inmunidades de los asesores jurídicos, expertos, testigos u otro personal cuya presencia se requiera en la sede de la Corte. Referirnos a un acuerdo internacional sobre privilegios e inmunidades de los asesores jurídicos constituye un nuevo concepto para muchos sistemas legales y requiere que los Estados Partes desarrollen legislación de implementación que permita la cooperación con la CPI. Por lo tanto, los Estados Partes comprometidos con la CPI, aún aquellos que ya cuenten con salvaguardas, no podrán confiar exclusivamente en su obligación derivada del Artículo 48, sino más bien en el Acuerdo y, en caso de que sea necesario, la legislación que traduzca las obligaciones en derecho interno.

· Otro de los retos a los que se enfrenta la CPI, al igual que otros organismos internacionales, se refiere a los recursos. Al 20 de marzo de 2003, sólo unos cuantos Estados han pagado sus contribuciones para el presupuesto del 2002 y muchos menos han pagado sus contribuciones para el presupuesto del año 2003. Por lo tanto, muchos Estados adeudan sus contribuciones para el presupuesto del 2002-2003 y para el Fondo de Trabajo de la CPI. Desafortunadamente, los plazos de pago para ambos rubros han caducado. La Coalición ha buscado que los gobiernos paguen sus contribuciones para el presupuesto de la CPI lo más pronto posible y por consiguiente nos gustaría que la OEA se involucrara en este proceso.

· Además, para que la CPI pueda trabajar sin contratiempos, es necesario que los Estados cuenten con legislación que facilite su trabajo. De conformidad con el Estatuto, los Estados tienen la obligación de cooperar plenamente con la CPI, y ello significa que deberán entregar a las personas requeridas a la brevedad posible, deberán de desahogar las pruebas que la CPI les requiera, y, entre otros asuntos, deberán asegurar bienes y proteger víctimas y testigos. Por otro lado, y con el objeto de que los Estados puedan juzgar a los sospechosos de haber cometido alguno o algunos de los crímenes sobre los que tendrá competencia, y en cumplimiento de las obligaciones previamente contraídas, los Estados deben de tipificar como delitos, en el ámbito de su propia jurisdicción, los actos considerados como crímenes de competencia de la CPI. A la fecha, de los 19 países de la región que han ratificado el Estatuto, solamente uno, Canadá, ha aprobado una legislación de implementación que contempla las dos categorías antes mencionadas, es decir el de cooperación y de complementariedad. Varios otros estados han avanzando hacia la redacción de tal legislación, pero aún no la han aprobado. La CCPI y HRW trabajamos por que los Estados elaboren y aprueben legislaciones de cooperación y de complementariedad con la CPI, y promovemos que en ese proceso faciliten la participación de la sociedad civil. 

Propuesta de resolución

Al observar el número de ratificaciones y de firmas del Estatuto, así como la rápida instalación y puesta en marcha de la CPI, nos podemos percatar del alto grado de aceptación por parte de los Estados del mundo. Ello, a nuestro parecer, se debió a los esfuerzos conjuntos de difusión, concientización y expresiones de apoyo a la CPI por parte de la sociedad civil y de los organismos internacionales. En concreto queremos resaltar las ejemplares recomendaciones dirigidas a los Estados por dos de los órganos principales de la Organización de Estados Americanos en diferentes momentos en los últimos años; en particular aquellos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y de la Asamblea General. Nos permitimos hacer mención de las resoluciones de la AG del 5 de junio de 2001
 y del 4 de junio de 2002
, denominadas "Promoción de la Corte Penal Internacional", en las que se reconoce el trascendente papel que desempeñará la CPI como mecanismo para hacer frente a las graves violaciones al DIH y al derecho internacional de los derechos humanos. Asimismo, en ambas resoluciones, la AG exhorta a los Estados que no lo hubieran hecho a ratificar o adherirse al ER. Además, en la resolución del año pasado, la AG exhortó a los Estados que fueran parte del Estatuto “a adaptar y realizar los cambios necesarios en la legislación interna para la efectiva implementación del Estatuto de Roma”
. En ese mismo espíritu, nos permitimos también hacer referencia al punto 21 "Recomendación sobre la jurisdicción universal y Corte Penal Internacional" del Capítulo VII "Recomendaciones a los Estados Miembros en las áreas en las cuáles deben adoptarse medidas para la cabal observancia de los Derechos Humanos, de conformidad con la Declaración Americana de los Derechos Humanos y los Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos” del Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de 1998 con fecha del 16 de abril de 1999.
 En ella, la Comisión recomienda a los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, entre otras cosas, a ratificar el ER.

Human Rights Watch y otras organizaciones que forman la CCPI, trabajamos por que la CPI cuente con el mayor número de ratificaciones posible, por lo que buscamos la ratificación universal del Estatuto. Hoy día la CPI es una realidad y en esta primera etapa de su formación y puesta en marcha es cuando requiere del mayor apoyo posible por parte de los países y de los organismos internacionales, en particular los regionales como la Organización de los Estados Americanos. Sin embargo, esas expresiones de apoyo se deben de adecuar a los tiempos o retos que enfrenta la CPI. 

En suma, estamos seguros que, como lo están los países que han ratificado el Estatuto, la CPI es un instrumento eficaz que complementará los mecanismos de justicia nacionales e internacionales existentes para hacer respetar el DIH así como el derecho internacional de los Derechos Humanos. Además, creemos que las decisiones de la CPI al ser difundidas alrededor del mundo serán un excelente instrumento de promoción del DIH y del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Esperamos que lo anterior les motive para que en este año incluyan una resolución de apoyo a la CPI en el tenor de la nueva etapa en la que se encuentra, así como de sus retos, para ser una Corte efectiva, imparcial e independiente.
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